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MUNICIPALIDAD Y CIUDADANÍA.  TENSIONES EN LA CIUDAD DE SAN RAMÓN

Francisco Guido Cruz

Silvia Castro Sánchez

RESUMEN

El proceso de urbanización que tiene lugar en Costa Rica, en los últimos treinta años, muestra variadas manifestaciones.  En este trabajo interesa explicar como, en ese proceso, las municipalidades cambian de manera que puedan satisfacer las nuevas demandas de los habitantes de centros urbanos que también se transforman.  Asimismo, se analiza como la ciudadanía valora el desempeño de los gobiernos locales y cómo ésta entiende su participación en ese entorno cambiante.  El artículo toma a la ciudad de San Ramón en Costa Rica como caso específico. 
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Abstract
The urbanization process that takes place in Costa Rica in the last thirty years has various expressions.  In that context, this work explains the way in which municipalities, as local governments, change in order to satisfy the new demands of the inhabitants of urban centers that change as well.  This article also analyzes the municipalities’ performance from the citizens’ viewpoint.  In addition, it presents a discussion on how the citizens themselves evaluate their own participation in urban affairs.  The city of San Ramón is the case study that illustrates this discussion.        
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Introducción 

     Los procesos de urbanización que ocurren en los últimos treinta años en Costa Rica tienen varias manifestaciones.  Una de ellas es que no solo el área metropolitana se expande; otros centros urbanos a lo largo y ancho del país también experimentan un crecimiento significativo en ese período.  Otra manifestación se aprecia en la transformación de las condiciones de vida en las ciudades, y, consecuentemente, en las expectativas de la población respecto al lugar en que habita.  Junto a esos cambios se encuentran los que viven las municipalidades, las que como gobiernos locales deben atender nuevas demandas y buscar nuevas formas de  vincularse con los residentes de las ciudades, todo ello en el marco de las grandes trasformaciones ocasionadas por el proceso de globalización.  

       En este artículo se quiere presentar el caso de un centro urbano que se expande significativamente y se transforma en el período señalado. Se trata de la ciudad de San Ramón, ubicada en el extremo occidental del Valle Central.  A partir de un estudio que se realizó entre los años 2000 y 2002 se analizará cómo se valora la gestión municipal a partir de las expectativas de tres grupos de personas y cómo los cambios que ha vivido el régimen municipal han preparado a los gobiernos locales para una gestión en ciudades que crecen rápidamente
. También se analizará como la ciudadanía ha entendido su participación en el gobierno local.  Los tres grupos de personas son: una muestra aleatoria de habitantes de ese centro urbano, una muestra intencionada de representantes de partidos políticos, sobre todo regidores y ex regidores, y una muestra intencionada de jefes de oficinas municipales.  

     Algunas interrogantes orientan la discusión que sigue.  Estas se dirigen a dilucidar en que medida las municipalidades cambian de manera que puedan responder a las demandas de ese entorno urbano que se modifica y, de que manera la ciudadanía asume un papel de sujeto que tiene derechos pero también obligaciones.  Para responder a esas preguntas se ofrece primero un marco general sobre la gestión municipal en el país, así como una breve reseña del crecimiento de la ciudad de San Ramón.  Posteriormente, se discuten diferentes percepciones sobre la labor municipal.   Luego del análisis que interesa se incluyen algunas reflexiones relativas a medidas que se podrían tomar para mejorar la vinculación entre la Municipalidad de San Ramón y los habitantes de esa ciudad.  

1. Gestión municipal y urbanización 

     En una discusión sobre los nuevos patrones urbanos en América Latina, Batley señala que la administración urbana en las décadas de 1980 y 1990 ocurre en un contexto marcado por dos tendencias contrastantes: la globalización y la descentralización (1998).  Así, mientras se empuja a las economías de los países hacia una creciente liberalización con consecuencias disparejas para el conjunto de la población (Gutiérrez, 2001), los gobiernos nacionales pretenden implementar diferentes versiones de una descentralización de responsabilidades en los niveles locales, esto es, de los municipios (Massolo, 1987).  

        De acuerdo con esta propuesta de Batley, una mirada a la forma en que las municipalidades y la ciudadanía interactúan en un contexto marcado por una  creciente urbanización, debe ubicar la dinámica local en el entorno nacional, ya que es en ese ámbito más general en donde se toman algunas decisiones que inciden, en este caso, en ciudades como San Ramón.  Por este motivo, es necesario remitirse a ese contexto nacional antes de enfocar lo local y sus manifestaciones particulares.  

     Al observar el contexto nacional resulta ineludible referirse, aunque sea en líneas generales, al impacto a ese nivel, de la reestructuración económica internacional —la globalización— en la sociedad misma y en el Estado.  Señala Castells: “Las economías de todo el mundo se han hecho interdependientes a escala global, introduciendo una nueva forma de relación entre economía, estado y sociedad en un sistema de geometría variable” (en Enríquez, 2002: 5).  Ese conjunto de nuevas interacciones incita a la búsqueda de estrategias para formar parte de una red cada vez más compleja de encadenamientos que, en economías como la costarricense, significa fortalecer la capacidad de exportación de los productores locales, por distintos medios y modos.  

     Para lograr esa meta, algunos consideran que el Estado de Bienestar, surgido en consonancia con un proyecto desarrollista de nación se vuelve obsoleto y un obstáculo para la “Nueva Economía”.  De allí los procesos de Reforma del Estado que “según la naturaleza de las fuerzas políticas y las instituciones de cada sociedad”  (Enríquez, 2002: 8) contemplan, por una parte, el desmantelamiento de ese Estado y, por otra, un papel activo de esta entidad para privatizar todo lo que sea privatizable y desregular toda medida de protección que se interponga ante el capital.  

     Entretanto, en el curso de esos reacomodos a las demandas desde afuera, en Costa Rica, al igual que en el resto de América Latina, los programas de ajuste estructural de la década de 1980 no sólo han profundizado las desigualdades económicas, sino que han amenazado “el desarrollo equilibrado de las ciudades” (Nientied, 1998: 33).  En el marco del proceso globalizador y las políticas neoliberales que lo acompañan, los partidarios de los cambios señalados consideran que las ciudades deberían reorganizarse para incrementar la productividad de sus economías y remover los obstáculos que se opongan a esta renovación, tales como: “una infraestructura deficiente, una obsoleta regulación urbana, la debilidad de los gobiernos municipales, y un sistema de servicios financieros inadecuados para la orientación actual de la economía” (Lungo y Gómez, 1993).  Todo esto debe lograrse en centros urbanos en donde los llamados programas de compensación social apenas atenúan una pobreza creciente (Lungo y Gómez, 1993).  

     En ese panorama urbano, a veces caótico,  el proceso de Reforma del Estado contempla la descentralización como política para promover en las comunidades de un país un mayor protagonismo de los gobiernos locales.  Sin embargo, en Centroamérica, la descentralización se ha perfilado como
… (una] desconcentración de funciones… ya que no implica asignación de cuotas de poder, se da en un proceso paralelo de privatización y delegación, a instituciones de la sociedad civil, como las ONG’s, de funciones de ejecución también de políticas estatales definidas centralmente, donde actúan un conjunto de actores, la mayoría de las veces descoordinada y atomizadamente (Lungo y Gómez, 1993: 102-103).  

Descentralizar, señala Boisier “significa reconocer determinadas competencias a organismos que no dependen jurídicamente del Estado.  Para que ello pueda ser así, los organismos descentralizados necesitan tener personalidad jurídica, presupuesto propio y normas propias de funcionamiento” (1990:76).

     En Costa Rica, la descentralización ha carecido de una visión integral y más bien se ha caracterizado por una improvisación, así como por voluntades políticas cambiantes (Rivera, 2000).  Tampoco ese traslado de responsabilidades ha resultado en un fortalecimiento de la gestión local, de manera que los municipios siguen muy atados al poder Ejecutivo, tienen un acceso limitado a recursos económicos y “no cuentan aún con las capacidades técnicas y la perspectiva política para convertirse en verdaderos representantes y agentes de desarrollo de sus localidades” (Valverde, 2000: 47).

     En consecuencia, es de esperar en la gestión de las municipalidades del país, en la actualidad, una preponderancia de ciertas actividades como la prestación de algunos servicios  —recolección de basura y administración de cementerios—, y el cumplimiento de funciones administrativas como la regulación de actividades lucrativas por medio del cobro de patentes y  el otorgamiento de permisos para la construcción, entre otras.  También se aprecia una incipiente descentralización que a menudo no cuenta con un soporte técnico administrativo adecuado para las demandas de la actualidad.  Pero, además, y muy importante en este trabajo, pareciera que ese proceso de descentralización inconcluso se asocia a corporaciones municipales con pocas herramientas para desarrollar una gestión que involucre de manera cualitativamente distinta a la ciudadanía, propiciando su participación en la toma de decisiones sobre el presente y el futuro de las ciudades. 

     Para que el vínculo entre las municipalidades y los habitantes de una localidad se transforme en un conjunto de acciones provechosas no basta, en todo caso, una iniciativa que emane desde esas entidades.  Es necesario también valorar un conjunto de condiciones presentes en una comunidad.  Se trata de elementos que favorezcan  una participación ciudadana acorde a las expectativas de quienes habitan un centro urbano.  Entre esos factores se encuentran: el conjunto de las prácticas culturales participativas de distintos sectores de la población (Carrión, 1996), el arraigo del clientelismo político y algunas condiciones de vida como el traslado cotidiano de una parte de la población económicamente activa a otros lugares para trabajar, dada la carencia de fuentes de empleo (Castro  y Guido, 2002).  

     Mientras la gestión urbana arrastra el lastre de su pasado y explora a tientas nuevos derroteros, las ciudades del año 2000 se han transformado en algo distinto de lo que existía en los años de 1970.  Primero que todo, ellas han incrementado su población una, dos, tres y más veces en ese período (Castro y Guido, 2001).  Algunas vivieron una expansión animadas por crecimiento del Estado Benefactor que las dotó de servicios de salud y educación,  otras se beneficiaron con la sustitución de importaciones o el desarrollo de la agroindustria y todas recibieron importantes influjos de inmigrantes procedentes de áreas rurales en busca de oportunidades. En fin, las sucesivas formas en que se ha reestructurado  la economía y el quehacer político en el país ha moldeado paulatinamente el proceso de urbanización de la sociedad costarricense (Lungo, Pérez y Piedra, 1992).

     Como en el resto de América Latina, en Costa Rica, la administración de las ciudades va a la zaga de la demanda de servicios básicos y de infraestructura de manera que tanto la población nativa de los centros urbanos como los inmigrantes acumulan una creciente insatisfacción al no poder disfrutar de aquella calidad de vida que imaginan apropiada para una ciudad.  Esta situación sumada al impacto de la globalización impulsada por el neoliberalismo, a los cambiantes hábitos de consumo que adoptan los costarricenses y al empobrecimiento de importantes sectores de ciudadanos contribuye a que en esos centros urbanos —grandes, medianos y pequeños— se presente una amplia gama de problemas sociales de difícil solución 

     Para algunos autores, el contexto que plantea la globalización dificulta la configuración de una sociedad civil organizada que refleje una participación ciudadana con un impacto en la gestión local.  El ciudadano muchas veces se siente con menos posibilidades de incidir en la conformación de una estructura económica nacional (Entrena, 1998) o bien, con la polarización de los conflictos sociales y la fragmentación del tejido social, “los vínculos de sociabilidad se erosionan… y se produce como reacción una actitud de ensimismamiento, aislamiento, insensibilidad y lucha cada vez más descriteriada por los espacios de sobrevivencia” (Gutiérrez, 2001: 19).  Estas tendencias, se contraponen a motivaciones grupales o individuales como el deseo de “acceder a mejores y mayores bienes y/o servicios” o la voluntad de “integrarse a procesos de desarrollo” frente a situaciones de exclusión  (Hopenhaym, 1988: 21) lo que genera una dinámica inconstante en la  participación  ciudadana.  

      Conviene recordar aquí que la reestructuración del Estado también pretende legitimar la “Nueva economía” con un impulso a la democracia por medio de la descentralización, aunque sin caer en la tentación de creer que la descentralización automáticamente estimula la participación ciudadana (Boisier, 1990).  Sin embargo, la descentralización entendida como señala Boisier amplía las posibilidades de que los ciudadanos se encuentren más cerca de la gestión y del uso de los recursos locales, siempre que se replanteen las relaciones o formas de articulación entre los gobiernos locales, el gobierno central y la ciudadanía (Hopenhaym, 1998).    

     Complementariamente, se presenta, también la disyuntiva de cómo se ejerce la ciudadanía.  Según Smith y Durand: “La ciudadanía alude a una relación entre el individuo y el Estado regida por normas de derecho” (1995: 309) y por ello apela a los derechos civiles, políticos y sociales de los individuos o ciudadanos.  Así, al igual que la democracia, la ciudadanía implica derechos y obligaciones que deben construirse y reconstruirse continuamente.  No son derechos que una vez conquistados perduran, sino que dependiendo de determinados procesos sociales y políticos, se pueden enriquecer o deteriorar.  Tampoco basta con que esos derechos estén consagrados en una Constitución.  Es bien sabido que dependiendo de las condiciones socio-económicas y del poder político, así se podrá disfrutar de los derechos ciudadanos y del ejercicio mismo de la participación ciudadana.

     Por otra parte,  es necesario considerar un contraste que plantea Bezerra A. cuando discute críticamente el concepto de participación en el contexto de la sociedad brasileña (1986).  Concretamente, ella distingue entre la participación política y la participación social de la ciudadanía.  La primera tiene como ingrediente esencial “la toma de decisiones en los diversos niveles de la sociedad… implica tomar parte en la gestión y la decisión a través, por ejemplo, de la formulación de leyes y de directrices globales, de la organización y representación partidaria, de la delegación de poderes políticos, del voto, del plebiscito, etcétera”.  A la participación social, en cambio,  “se le confiere un carácter correctivo de las incongruencias del sistema de distribución”  de bienes como vivienda, salud, tiempo libre, entre otros (Bezerra A., 1986: 59-60),  como ha sucedido históricamente en Costa Rica con las Asociaciones de Desarrollo Comunal (Zeledón, 1987) y el programa de la administración Rodríguez Echeverría (1998-2002) conocido como “Triángulo de la Solidaridad”.   

2.  La ciudad de San Ramón 

     La ciudad de San Ramón se empieza a formar a partir de una aldea que se establece hacia 1844 (Pineda y Castro, 1986).  Por ser la cabecera del cantón del mismo nombre reúne, desde un principio, funciones administrativas y comerciales de la época.  Allí también se establecen algunos talleres artesanales.  Posteriormente, en 1876, es además el sitio en donde la Municipalidad inicia sus labores.    

     Entre principios del siglo XX y 1950, este pequeño centro urbano crece despacio.  Sin embargo, en las décadas siguientes la población aumenta considerablemente, de manera que hacia mediados de la década de 1970 la ciudad desborda los límites del distrito primero de San Ramón  y se expande desordenadamente por los distritos aledaños (Castro y Guido, 2001).  Con base en los datos censales del 2000 su población se estima en, aproximadamente, unos 20 000 habitantes.  Su periferia urbana podría agregar unos 10 000 habitantes más.  Estos datos muestran un crecimiento de poco más de un 700% entre 1973 y el 2000.  

     Sin duda, la desconcentración del Estado de Bienestar, desde la década de 1960, fortaleció el papel que San Ramón había jugado en la región occidental del Valle Central, pues en la ciudad se instalaron oficinas regionales de instituciones públicas de muy diversa índole.  Contar con un hospital, una universidad, oficinas judiciales y otras desde donde se impulsaron programas de bienestar social convirtió a San Ramón en el punto de llegada de inmigrantes de otros cantones del país, así como de las áreas rurales circundantes.  Sin embargo, la sustitución de importaciones no aportó un estímulo duradero a la economía local, por lo que el sector terciario ha sido el mayoritario en el área urbana.  En otros trabajos, estudios de patentes así lo demuestran (Castro y Guido, 2001 y ProDUS, 2000).  La autopista Bernardo Soto fue otro elemento que también le agregó atractivo a San Ramón pues acortó sustancialmente el tiempo de viaje entre esta ciudad y la capital.   

     Pese al constreñimiento del aparato del Estado en la última década, ocasionado por el proceso de reformas a esa entidad, y la retirada de las maquilas, la ciudad ha seguido creciendo.  Si bien el nivel de desempleo se estima más alto que el de otros lugares del país, un 8% según ProDUS (2000:17), la construcción de viviendas en la periferia urbana es constante (Castro y Guido, 2000a).  En vista de la falta de fuentes de trabajo en la localidad, un grupo numeroso de personas ha optado por laborar en comunidades aledañas o en el Área Metropolitana, hecho que poco a poco convierte San Ramón en una ciudad dormitorio (ProDUS, 2000 y Castro y Guido, 2000b).  Asimismo, esa escasez de oportunidades laborales unida a las constantes crisis del agro nacional ha colocado al cantón en la lista de los treinta y dos cantones más pobres del país (Alfaro, 2003).  Y es que la creciente urbanización del país no siempre está vinculada a un crecimiento económico de las ciudades, si no que más bien responde a los altos y bajos ocasionados por las formas en que el país se articula a la economía mundial (Alger, 1994).  

      El que San Ramón haya incrementado notablemente su población en treinta años es un indicador parcial de los cambios que puede haber experimentado este centro urbano.  Una mirada detenida revela otras facetas de esos cambios como la pérdida de un ambiente familiar compartido por personas que se conocían, la tranquilidad de calles con escaso movimiento vehicular, la seguridad ciudadana que permitía a los niños jugar en las aceras y a los vecinos mantener las puertas de sus casas abiertas, entre otras cosas.  Como algunas de las familias de la ciudad no cerraron los ojos a las transformaciones que vivía la sociedad ramonense y tenían ciertas condiciones, aprovecharon las nuevas oportunidades que ofrecían una mejor carretera hacia San José, instituciones educativas y nuevos espacios económicos (Castro y Guido, 2000b).   Ellas y otros sectores de habitantes de esta localidad que no pudieron insertarse ventajosamente en ese tren de cambios han conformado una ciudad de contrastes.       Hoy, junto al bienestar de algunos  se encuentran los mismos problemas que se presentan en muchas ciudades latinoamericanas (Carrión, 1996 y García, 1995): una creciente inequidad, drogadicción,  delincuencia, desempleo, escaso compromiso ciudadano para visualizar soluciones integrales y lazos débiles entre la ciudadanía y los  órganos de gobierno local (Castro y Guido, 2003).   

3.  La Municipalidad de San Ramón frente al cambio 

      Como se señaló más atrás, con un decreto ejecutivo emitido en 1876 por la administración de don Vicente Herrera, los llamados cantones menores adquieren el derecho de contar con una Municipalidad.  De ese modo, San Ramón conforma un gobierno local luego de aspirar, casi desde su fundación, a ese tipo de órgano político.  El funcionamiento de la Municipalidad en ese momento y hasta 1970 se rige por las Ordenanzas Municipales de 1867, así como por un conjunto de leyes y códigos que imponen una variedad de normas a esas entidades, tales como la Ley General de Agua Potable, la Ley de Hacienda Municipal y el Código Fiscal (Vásquez, 1982).  

      En 1971 entra en vigencia un nuevo Código Municipal que pretende ordenar la compleja trama legal que se tejió ante la necesidad de actualizar periódicamente lo establecido en las Ordenanzas Municipales.  Este Código, también tuvo la pretensión de renovar la gestión municipal y fortalecer la participación ciudadana “para que los costarricenses participen cada vez más en la tarea de desarrollar el país” (Vicente en IFAM, 1972: 7).  Si bien ese Código proporcionó una herramienta para “modernizar” la gestión local, sus pretensiones no encontraron sustento en el funcionamiento del aparato del Estado ni en las voluntades políticas que coexistieron con la vigencia de ese instrumento legal hasta 1998, cuando este se deroga.     

     Una lectura del artículo cuarto del Código Municipal proporciona una idea del fuerte desfase entre las responsabilidades que adquieren las municipalidades y su práctica real.  Se trata de un desfase que se prolonga desde la vigencia de las Ordenanzas Municipales y se profundiza a partir de 1971, en vista de la gran gama de funciones difíciles de atender en su conjunto.  Estas funciones comprenden la promoción de la educación y la salud pública,  construir y mantener una red vial adecuada, estimular el desarrollo de la agricultura, industria y comercio, así como proteger los recursos naturales, entre otras.  También se le atribuyen a las municipalidades responsabilidades relativas al fomento de la cultura, las ciencias y las artes; al impulso y la regulación del turismo; a la promoción del deporte y la recreación; y al bienestar de aquellos sectores que enfrentan graves problemas sociales, además de la prestación de ciertos servicios (IFAM, 1972).     

     Esa pesada carga de obligaciones en el contexto socioeconómico y político de la época fue vista con preocupación por algunos académicos y funcionarios públicos. Una investigación realizada en 1972 le auguró un futuro incierto para las disposiciones que allí se incorporaron.  Esa incertidumbre se fundamentaba en que esa legislación no permitía solventar viejos problemas vinculados a la falta de autonomía de las municipalidades frente al Poder Ejecutivo y a algunas ambigüedades derivadas de la falta de claridad de competencias entre esas corporaciones y algunas instituciones.  En ese estudio se señala que: 

Aunque [el Código Municipal] persigue un papel más preponderante para las municipalidades, se encuentra debilitado por el mismo tipo de  ambigüedad que ha caracterizado la legislación anterior.  El fin primordial que se establece para las municipalidades es el de “promover el desarrollo integral de los cantones en armonía con el desarrollo nacional (artículo 4º)”, y con el fin de lograr su realización se las llama a realizar una serie de tareas que no habían sido incorporadas anteriormente a las leyes municipales.  Por ejemplo, se las responsabiliza para que lleven a cabo actividades de planeamiento urbano y desarrollo rural que incluyen la extensión de servicios públicos y caminos.  Sin embargo, no se toma en cuenta el hecho de que muchas de las funciones relativas a servicios públicos municipales han sido ya atribuidas a instituciones nacionales como el SNAA y el ICE (Baker et  al., 1972: 18). 

     El Código Municipal representó en cierto sentido un cambio para la Municipalidad de San Ramón pues al menos en la letra de la ley representó nuevas exigencias.  Pero también los mismos cambios que se habían dado en el país a lo largo de poco más de cien años, desde 1867, generaron un contexto nuevo en el cual esa entidad debió realizar continuos ajustes.  Así, por ejemplo, esa Municipalidad dejó de prestar servicios eléctricos y de telefonía, y  poco a poco en el cantón el acueducto de la ciudad así como acueductos rurales pasaron a manos del ICAA (Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados) —antes SNAA (Vásquez, 1982).  

     Dejar de lado esas funciones pudo representar un alivio momentáneo en los escasos presupuestos municipales, pues, por otro lado,  el constante crecimiento de la población tanto urbana como rural, así como las demandas crecientes de servicios y caminos más bien imponían nuevas presiones.  El cuadro que sigue muestra como, con el paso del tiempo las municipalidades se enfrentan a nuevos retos cuando a veces, no le han dado respuestas satisfactorias a viejas demandas.   Llenas de responsabilidades y con pocos recursos, tanto humanos como materiales, las municipalidades tuvieron que mantener la dependencia  del Poder Ejecutivo para realizar ciertas obras como el arreglo de caminos y la construcción de centros educativos (Municipalidad de San Ramón,  1970).  Hacia 1980,  Vásquez anota la creciente insatisfacción ciudadana con el desempeño municipal, pese a las obras que esta entidad realizaba y debido, también, a las dificultades que tenía para atender sus obligaciones (Vásquez, 1980). 

Necesidades del cantón o de la ciudad de San Ramón

1978, 1986, 1990 y  2001

	1978
	1986
	1990
	2001

	- Construir y mantener los  caminos vecinales

-  Mejorar el servicio de agua potable   

-Construir un relleno sanitario  

- Remodelar la terminal de autobuses  

-Modernizar las instalaciones del matadero municipal  
	- Reparar el matadero  

- Construir  centros recreativos y culturales, canchas multiuso  gimnasios 

-   Construir  vivienda popular

-   Frenar la explotación irracional del bosque 

-  Mejorar la estructura de tenencia de la tierra

-  Crear fuentes de empleo 

-  Mantener los caminos vecinales   
	-  Mantener los caminos vecinales 

- Construir un alcantarillado 

-  Construir centros recreativos y culturales, canchas multiuso y gimnasios

-  Crear fuentes locales de empleo

-  Frenar la deforestación 
	-  Mejorar la seguridad ciudadana* 

-  Construir un alcantarillado sanitario 

-  frenar la contaminación sónica 

-  Crear fuentes de trabajo 

-  Mejorar las vías de comunicación 

-  Construir áreas recreativas 




* Estas necesidades se refieren solo a la ciudad.
Fuentes: IFAM: 1978, IFAM: 1986, IFAM: 1990 y Entrevista a Silvino Sánchez, alcalde de San Ramón, 2001. 

     Según el estudio citado de 1972, desde el Concejo Municipal se tomaban iniciativas diversas para resolver algunas necesidades del cantón, pero ni en ese entonces, ni hacia el 2001, se puede decir que en la Municipalidad de San Ramón se haya trabajado de forma planificada con una visión de largo plazo (Baker et al. 1972; Sánchez, 2000).   No obstante  esta carencia,  los habitantes del cantón, individualmente o de manera organizada han acudido y acuden a esa corporación cuando tienen problemas o necesidades.  Sin embargo,   como lo observaron Baker y otros en 1972, en las sesiones del Concejo Municipal, prevalece la atención de lo inmediato de manera que “una alta proporción de los concejos dedican la mayor parte de su atención a asuntos rutinarios que tienen poco que ver con la problemática del desarrollo” (1972: 69).   Vásquez,  en 1982 observó esta misma tendencia que también se apunta en el 2001 (Castro y Guido, 2003).  

     Hacia el 2001, la Municipalidad de San Ramón se encuentra atrapada en un proceso de descentralización inconcluso y en un clima adverso generado por demandas de una creciente población que no puede cumplir por varias razones.  Por una parte, el limitado sustento presupuestario continúa obstaculizando la búsqueda de soluciones a algunas necesidades que requieren inversiones onerosas como la construcción de un alcantarillado sanitario, aunque los montos crecientes recaudados por el cobro de impuestos a los bienes inmuebles han permitido un aumento de personal, entre otras cosas.   Por otra parte, los habitantes del cantón, según observan algunos funcionarios municipales,  están “atentos a sus derechos”, pero, usualmente, no se involucran en procesos de solución de problemas complejos, ni tampoco colaboran con el pago de impuestos (Castro y  Guido, 2003).   

      La percepción de algunos de esos trabajadores es que hay sectores de la población que exigen pero no aportan, mientras que otras personas casi no podrían colaborar porque se ven obligadas a trabajar fuera del cantón y no dispondrían de tiempo.  También están aquellos que desconocen la labor y competencias de la Municipalidad por lo que, faltos de información, evalúan negativamente las acciones realizadas en beneficio del cantón.  Estas situaciones motivan a algunos trabajadores municipales a considerar que el trabajo que se realiza debe ser planificado con la finalidad de establecer prioridades; además, es necesario buscar mejores mecanismos de comunicación con la ciudadanía y formas para educar en el cumplimiento cívico a los ciudadanos, desde una temprana edad (Castro y Guido, 2003).  

4. El ojo crítico de la ciudadanía y los políticos

     El Código Municipal vigente desde 1998 no establece el amplio espectro de funciones  para las municipalidades que las normativas anteriores previeron (IFAM, 2002).  Es más, este es un documento que se circunscribe a la reglamentación de la gestión administrativa y financiera de esos entes.  Sin embargo, en el artículo 5 se conserva el texto del artículo 9 del Código de 1970 que dice así: “Las municipalidades fomentarán la participación activa, consciente y democrática del pueblo en las decisiones del gobierno local”  (IFAM, 1972: 11; IFAM, 2002: 20).   ¿Cómo entonces los ciudadanos y los políticos perciben esa promoción que debe emanar de la Municipalidad de San Ramón?  

      La población de cien habitantes de la ciudad de San Ramón que integró la muestra de ciudadanos estuvo conformada por adultos, poco más de la mitad de los cuales, había vivido siempre dentro del territorio de la ciudad.  La población restante estaba compuesta por inmigrantes de áreas rurales de San Ramón y de otras partes del país, en especial del Pacífico Central y la provincia de Guanacaste.   

     La percepción que tienen los ciudadanos entrevistados acerca de las iniciativas municipales debe entenderse a la luz de varios factores.  Se puede decir que, en general, el vínculo entre esas personas y la Municipalidad es lejano y débil ya que no hay un contacto significativo ni permanente entre ambas partes.  Existe entre la ciudadanía la creencia de que esa corporación, como gobierno local,  debe atender una diversidad de problemas que aquella detecta, tales como problemas sociales y de infraestructura.  También los habitantes de la ciudad entrevistados consideran que esa entidad debe brindar ciertos servicios como la recolección de basura y el arreglo de calles.  Sin embargo, de las valoraciones que esas personas hacen acerca del cumplimiento de esas responsabilidades por parte de la Municipalidad se perciben en algunos casos confusiones con respecto a las competencias de esa corporación. Se espera que esta atienda problemas muy diversos ocasionados por el consumo de licor y drogas, la pobreza y el desempleo para mencionar apenas algunos. 

     De estas apreciaciones se desprende uno de los factores que se deben tomar en cuenta para entender la índole de los vínculos entre la Municipalidad y la ciudadanía: la confusión que existe entre algunas personas respecto a las competencias municipales.  Una valoración negativa cimentada en la falta de claridad de las responsabilidades municipales contribuye a distanciar afectivamente a esos sujetos del gobierno local, así como a formarse valoraciones que habrá que superar para lograr en algún momento un trabajo conjunto.  

     No todos los entrevistados que estiman poco acertada la labor municipal parten de esa visión.  De hecho hay quienes consideran que la Municipalidad, aunque quisiera, no podría atender lo que le corresponde, esto es, la prestación adecuada de servicios que tradicionalmente se asocian con la gestión de esta entidad.   La extensión territorial del cantón, la falta de presupuesto y personal, y el reconocimiento de que los problemas de la ciudad tienen sus raíces en situaciones de amplitud nacional son condiciones que impiden una gestión satisfactoria.  

     No obstante las distintas valoraciones sobre el quehacer municipal que tienen distintos grupos de personas, hay coincidencias que reflejan una escasa articulación entre la Municipalidad y la ciudadanía.  Existe un criterio generalizado de que esta corporación no hace mayores esfuerzos porque los habitantes de la ciudad estén informados de las decisiones que se toman desde allí,  y que afectan negativamente a la ciudadanía, como el cobro de impuestos y el alza de tarifas por los servicios que se prestan.  Asimismo, los entrevistados consideran que la Municipalidad no abre espacios para la consulta y la participación ciudadana, por lo que no se está cumpliendo con esa promoción ciudadana que le corresponde.   Apoya esta situación otro hecho que emergió cuando se entrevistó a directivos y ex directivos de Asociaciones de Desarrollo Comunal que funcionan en la ciudad.  Ellos indicaron que cuando la Municipalidad toma decisiones respecto a los “territorios” geográficos que cubren, no se les toma en cuenta.  Solamente cuando hay un problema en el área de atención de una de esas asociaciones y estas requieren de la intervención municipal, entonces se activa el vínculo entre esos ciudadanos y el gobierno local (Castro y Guido,  2003).                

     Es interesante mencionar que esa indiferencia de la Municipalidad  que perciben los entrevistados es en muchos casos recíproca.  Ellos no sólo indican que no hacen esfuerzos por informarse de lo que ocurre en la Municipalidad, sino que tampoco han tomado iniciativas para crear espacios de participación o por involucrarse en organizaciones desde las cuales podrían ser parte activa en la solución de los problemas que afectan su entorno.  Sus razones son muy variadas, entre ellas, la falta de interés por lo que va más allá de sus necesidades personales y  familiares, la falta de tiempo por que deben trasladarse fuera de San Ramón para trabajar, la falta de motivación por la escasa credibilidad que tienen algunas instituciones públicas ―entre ellas la Municipalidad―,  por la falta de capacidad de la ciudadanía para organizarse y por la intromisión de la politiquería en el ámbito público y organizacional, para mencionar las explicaciones más importantes (Castro y Guido,  2003). 

      Más atrás se advertía de los inconvenientes que provocan la impotencia ciudadana para intervenir en la dinámica de una sociedad ―sobre todo en sus repercusiones negativas― y el creciente individualismo cuando se deteriora el tejido social.  La ciudad de San Ramón no está exenta de esos efectos como se puede apreciar, pues en ella también se observan las consecuencias nacionales de dos décadas de deterioro en las condiciones de vida desde la crisis de 1980 y el impacto de los ajustes estructurales.  También de la falta de políticas consecuentes con el agro nacional agrava la pobreza rural, lo que se manifiesta de varias maneras en este centro urbano.  Se observa por consiguiente un conjunto de factores que obstaculizan una participación ciudadana tanto de tipo político como social.  

     Desde la óptica de los políticos entrevistados, el distanciamiento entre la Municipalidad y la ciudadanía se reafirma, y muestra, además, otra característica preocupante.  Esta es que no se encuentran articulaciones entre muchas organizaciones que existen en la ciudad y más bien ciertos celos mutuos las alejan de una labor conjunta.  El gobierno local, por su parte, no busca un acercamiento activo a estas organizaciones, opinan los políticos, ni estimula la formación de redes interorganizacionales con las que podría trabajar. El problema para algunos de ellos se asocia a una pérdida de liderazgo en la dirigencia comunal y a la prevalencia de un creciente individualismo.  También piensan los políticos que la ciudadanía se acostumbró al proteccionismo del Estado benefactor y sigue esperando que sea la Municipalidad o alguna institución pública la que deba resolver los problemas que existen.   Al pagar los impuestos, la ciudadanía es del criterio, según los políticos, que ya cumplió con sus obligaciones.  

      Los políticos también reconocen el grave descrédito de su papel como representantes de un grupo de electores en el Concejo Municipal y en la Asamblea Legislativa.  Comparten con la muestra de entrevistados,  el criterio de que el Concejo Municipal ha sido un trampolín electoral para los representantes de los partidos mayoritarios que buscan diputaciones o cargos de prestigio y poder, de manera que el desarrollo local no ha estado en la agenda de los políticos.  Admiten también que el clientelismo político que penetra muchos ámbitos de la vida social y las constantes revelaciones sobre actos corruptos en varias esferas del gobierno  ha minado la confianza del habitante común en el sistema de gobierno y en los que asumen cargos públicos.   

     Sin embargo, aun con todas estas dificultades,  tanto la muestra de habitantes como los políticos entrevistados coinciden en que la Municipalidad debe realizar esfuerzos por recuperar el liderazgo local, por recuperar una mejor imagen y la confianza de la ciudadanía, ya que por tratarse del gobierno local, debe ser protagonista en el proceso de desarrollo del cantón y estimuladora de las iniciativas de otras instancias.  Si bien esta propuesta pareciera razonable, existen algunas interrogantes sobre las formas en que se deba construir un camino para recomponer el papel protagónico de las municipalidades frente a los cambios que se viven en el país y en el mundo. 

5.  Conclusiones y recomendaciones 

     En el caso de San Ramón, la práctica del desarrollo histórico del régimen municipal en los últimos treinta años revela un conjunto de iniciativas gubernamentales que se quedan cortas frente a los cambios que vive el país, al ritmo de la globalización neoliberal.  De hecho, el proceso de Reforma del Estado en vez de ofrecer un soporte para enfrentar esos cambios y los nuevos problemas que se producen, más bien debilita su apoyo al no darle seguimiento a las políticas públicas que dieron auge a centros urbanos a lo largo del país, en tiempos del estado de bienestar,  y al no proponer otras políticas con un enfoque integral.  

    La falta de respuesta de la Municipalidad de San Ramón, como se ha señalado, no puede circunscribirse a vínculos aislados entre ella y la ciudadanía, pues esa corporación representa un gobierno local del que se esperan iniciativas y soluciones para un centro urbano que se transforma como un pequeño todo, y que no está ajeno a las nuevas relaciones que se construyen en el contexto nacional. Sin embargo, es desde ese mundo local cambiante, que tanto funcionarios municipales, como habitantes y políticos se detienen durante una entrevista para pensar en el entorno en que viven y como desde la Municipalidad se resuelven los mil y tantos problemas que amenazan su cotidianidad y la imagen, a veces, idílica de un pasado, que de alguna forma “siempre fue mejor”.  De hecho, de acuerdo con las expectativas de la “Nueva Economía”, la ciudad de San Ramón no parece participar de forma clara en los encadenamientos globales que podrían augurarle un bienestar relativo a algunos sectores de su población.  Más bien, este centro urbano adquiere características de periferia respecto a la ciudad capital, lo que sugiere un papel de centro de paso para la extracción de excedentes de su entorno rural y de sus escasas actividades industriales (Enríquez: 2002).  Además, se observa lo que Brugué y Gomá sugieren respecto a los sistemas urbanos en la actualidad, esto es que, mientras las ciudades nodales en el marco de la economía global concentran “el terciario avanzado y la toma de decisiones industriales”, “los servicios a las personas y las ocupaciones menos cualificadas se periferizan” (1998: 576).         

     El análisis de este caso particular  muestra aspectos generales de los cambios que se han vivido en el proceso de urbanización de la ciudad y en la gestión municipal.  Al contraponer ambas situaciones se observa que la Municipalidad siempre se ha visto imposibilitada de cumplir con todas las obligaciones definidas por ley  y en el curso de un proceso de descentralización con características ambiguas.  Adicionalmente,  es patente que la gestión municipal ha girado en torno a la prestación de servicios y a la atención de asuntos de carácter administrativo, pero no se ha caracterizado por un conjunto de acciones concertadas conducentes a propiciar el desarrollo integral del cantón.  Ese gobierno local, no ha podido “asumir el principio de responsabilidad general sobre el bienestar de la comunidad y a partir de ahí conjugar sus propios recursos competitivos y económicos con estrategias de concertación social e institucional de objetivos, financiamiento y líneas de actuación” como se ha sugerido en materia de política urbana (Brugué y Gomá, 1998: 581).   

     Por la misma razón de realizar este análisis con un enfoque integrador, no se puede ignorar la actitud de la ciudadanía frente a ese ejercicio de deberes y derechos que también le corresponde.  Dicho de otro modo, hay que considerar también qué están dispuestos a ofrecer los habitantes de la ciudad ante el reto de rediseñar ese vínculo entre ellos y el  gobierno local.   Un 86% de los entrevistados dicen que sí participarían si la Municipalidad les pide su colaboración, pero muchos de ellos nunca han tratado de involucrarse en la solución de los problemas de la ciudad por iniciativa propia, muchos tampoco participan en organizaciones, y otros no tienen claras cuáles son las competencias municipales y las de otras instituciones que funcionan en San Ramón o en el país. 

      ¿Qué se debe hacer entonces, en las circunstancias particulares de la ciudad de San Ramón,  para acercar la Municipalidad a la ciudadanía y esta al gobierno local, de manera que esta entidad pública recupere ese protagonismo que en la actualidad resulta urgente?
.  Los mismos sectores entrevistados ofrecen algunas soluciones que resulta interesante discutir, aunque sea de manera breve.  

      Para todos los sectores entrevistados, es urgente que la Municipalidad recupere credibilidad y respeto ante la comunidad que representa.  Para ello, esta entidad debe cambiar su imagen y superar viejas prácticas partidistas-electoreras.   En su lugar debe darle prioridad a una práctica política de promoción,  de orientación y de dirección del desarrollo cantonal.  Quienes la integran, en especial los miembros del Concejo Municipal, deben percibirse como gobierno local y no asumirse como administradores de servicios rutinarios.  Es deseable que las instancias que componen la Municipalidad ―Consejo Municipal, Alcalde y funcionarios―  en su práctica, se constituyan en un solo equipo, con una visión y una misión compartidas y claramente  definidas,  de manera que todas las energías se canalicen hacia la definición de estrategias, planes, programas y proyectos orientados al desarrollo integral del Cantón.  Resulta, entonces, imprescindible contar con regidores mejor preparados para atender, con una visión de largo plazo, asuntos medulares en la vida de la comunidad.   Por esta razón, esos regidores deben recibir una capacitación más prolongada que la que se les ofrece actualmente.  

     Con la finalidad de pasar de una participación social a una de carácter político en la toma de decisiones, los habitantes de la ciudad esperan que se les involucre en procesos de diagnóstico y de formulación de propuestas concretas.  Así se van creando esos espacios de participación ciudadana sobre asuntos específicos a los que se les puede dar seguimiento,  a la vez que se construye un compromiso con un proyecto que se define y elabora en conjunto.  Esta forma de participación contempla sujetos individuales, grupos de vecinos,  consejos de distrito,  Asociaciones de Desarrollo Comunal, y otras organizaciones que existen en la ciudad.  

      Para combatir la “politiquería” partidista, tanto los políticos como los mismos ciudadanos proponen que la elección de alcaldes, regidores y síndicos se realice por la vía directa, sin que estos deban representar a partido político alguno.  Para ellos,  la actual reforma que prevé la elección directa de estos puestos, continúa con los mismos vicios de antaño, ya que los candidatos deben representar a partidos o agrupaciones político-electorales.  Algunos opinan que de esta forma, líderes comunales sin filiación a los partidos tradicionales podrían llegar con otra actitud al Concejo Municipal (Aguilar, en Programa para el Desarrollo Legislativo, 1994).  

     Otro asunto que debe solventarse en el corto plazo es la falta de información sobre el trabajo municipal y,  a sugerencia de los autores, una adecuada rendición de cuentas.      Por ello, los ciudadanos entrevistados consideran que la Municipalidad debe crear un sistema efectivo de divulgación periódica de la labor que realiza para que llegue a todos los hogares.   De esa manera, se empezaría por cambiar la idea de que la Municipalidad solo cobra impuestos, recolecta la basura y realiza algunas obras de infraestructura. 

     Una recomendación final con la que coinciden funcionarios municipales, políticos, y ciudadanos consiste en complementar esa mejora en la comunicación con medidas educativas de mediano plazo por concretarse en la educación formal.  Estas personas consideran que, ante los cambios que ha vivido la ciudad, es necesario preparar a quienes habitan en ella, desde la infancia, para formar un espíritu cívico democrático que fomente valores y prácticas tendentes a construir un bienestar colectivo.  Los investigadores sugieren que el Ministerio de Educación Pública debe repensar sus programas de educación cívica y la forma en que se imparten. Su corte academicista los convierte en una materia más que se aprueba con un examen o un trabajo escrito, y no en una fuente de motivación para los niños y jóvenes.  Tal vez la propuesta, ejecución y evaluación de pequeños proyectos de acción cívica, desarrollados por estudiantes, ofrecerían un rico acervo de experiencias más provechosas que las actuales lecciones en las aulas.  A la vez, se estaría formando futuros ciudadanos conscientes de su responsabilidad en la gestión del desarrollo local.     

     En síntesis, para solventar las tensiones que se han hecho visibles en la ciudad de San Ramón, es necesario repensar el funcionamiento de este centro urbano en varios niveles, tal y como sugiere Nientied: 
El funcionamiento adecuado de las ciudades en la actual era de globalización depende de una diversidad de factores, que pueden dividirse en términos generales en dos grupos.  El primero incluye los factores económicos, sociales y políticos a un nivel nacional, regional y local, y los aspectos positivos y las debilidades de la ciudad… El segundo grupo  se relaciona con el conjunto de respuestas de los actores urbanos a la cambiante situación, a las oportunidades y amenazas que afectan la ciudad (1998: 35).  
En este artículo se ha enfatizado en algunos factores políticos, así como en actuaciones y percepciones de los actores urbanos, con especial atención en el quehacer municipal, su respuesta a un entorno cambiante y sus interacciones con una ciudadanía que se involucra poco en la gestión urbana. De acuerdo con las percepciones de los distintos grupos de personas entrevistadas es preciso trascender situaciones y prácticas actuales con el fin de contar con un gobierno local ágil, comprometido y eficiente en la administración de la ciudad.  Pero, también es preciso entender el contexto nacional del que la ciudad es un componente y el impacto del proceso de Reforma del Estado, que ha significado, de cierta forma, un abandono de responsabilidades ineludibles y esenciales para generar políticas urbanas acordes con las demandas de un mundo globalizado.  
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� Este artículo recupera algunos resultados del proyecto de investigación “Participación ciudadana en la construcción de una cultura de ciudad” auspiciado por la Sede de Occidente y la Vicerrectoría de Investigación de la Universidad de Costa Rica.


� Excepto que se especifique, los datos que se incluyen en este apartado provienen de Castro y Guido, 2002.


� Algunos de los criterios emitidos en la memoria del seminario “En busca de un nuevo gobierno local”, organizado por la Asamblea Legislativa, en 1994, coinciden con los datos expuestos en este artículo y amplían la perspectiva local que se ofrece aquí con una perspectiva nacional (Programa para el Desarrollo Legislativo, 1995).








